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EVOLUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA DE LA SALA DE CASACIÓN LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA FRENTE AL DERECHO DE LOS CÓNYUGES SUPÉRSTITES A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003. “En un primer momento en sentencia de 5 de abril de 2005 radicación Nº 22.560, rememorada en providencia de 20 de mayo de 2008 radicación Nº 32.393, la Sala de Casación Laboral expresó que el nuevo texto introducido por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 a los artículos 47 y 74 de la Ley 100 de 1993, le hizo mantener la postura de que tanto los cónyuges supérstites como los compañeros permanentes, deben demostrar que convivieron de manera continua e ininterrumpida con el causante dentro de los cinco años inmediatamente anteriores al deceso, para acceder a la pensión de sobrevivientes. Posteriormente en sentencia de 4 de noviembre de 2009 Rad. 35809, reiterada en providencias de 28 de octubre de 2009 Rad. 34899, 1° de diciembre de igual año Rad. 34415 y 31 de agosto de 2010 Rad. 39464, la Corte puntualizó que cada caso en concreto debía de analizarse, en consideración a que puede suceder que la interrupción de la convivencia obedezca a una situación que no conlleve la pérdida del derecho, pues puede pasar que la convivencia no se haya interrumpido por la ausencia física de alguno de los dos, cuando ello ocurre por motivos justificables, como de salud, oportunidades u obligaciones laborales, imperativos legales o económicos, entre otros; eventos en los que deberá reconocerse la pensión de sobrevivientes cuando se acrediten cinco años de convivencia con anterioridad al deceso, a pesar de esa ausencia física durante ese lapso o parte de éste. En sentencia de 29 de noviembre de 2011 Rad. 40055, la Sala de Casación Laboral amplió el anterior criterio, expresando que cuando concurran a reclamar la pensión de sobrevivientes cónyuge supérstite y compañero permanente, la convivencia de cinco años para el primero puede ser cumplida en cualquier tiempo, siempre y cuando a la fecha del deceso se encuentre vigente el lazo matrimonial. Pero en decisiones de 24 de enero y 13 de marzo de 2012, Rads. 41637 y 45038 respectivamente, la Corte extendió la mencionada interpretación, en el sentido de que tal situación también debe aplicarse en aquellos casos en los que no concurran compañeros permanentes y se presente a reclamar el cónyuge supérstite separado de hecho con vínculo matrimonial vigente para el momento del deceso, a quien como se dijo atrás, le bastará demostrar que convivió con el causante durante un periodo no inferior a cinco años continuos e ininterrumpidos en cualquier tiempo. No obstante, la Alta Magistratura en sentencia SL 12442 de 15 de septiembre de 2015 radicación Nº 47.173, señaló que para otorgar el derecho a la pensión de sobrevivientes, al cónyuge supérstite separado de hecho no le basta con acreditar cinco años de convivencia ininterrumpida en cualquier tiempo, pues el operador judicial debe realizar una interpretación sistemática que involucre lo previsto en el artículo 46 ibídem, en el que se exige que quien alega la condición de beneficiario de la pensión pertenezca al grupo familiar del pensionado o afiliado fallecido.”.
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Hoy, veintidós de marzo de dos mil diecisiete, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 4 de marzo de 2016, así como el grado jurisdiccional de consulta de la misma, dentro del proceso que promueve la señora ADIELA OCAMPO DE RAMÍREZ en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2015-00471-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Adiela Ocampo de Ramírez que la justicia laboral declare que en su calidad de cónyuge supérstite del señor Luis Hernán Ramírez Morales tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica desde el 21 de agosto de 2014, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: El señor Luis Hernán Ramírez Morales falleció el 21 de agosto de 2014, fecha en la que se encontraba disfrutando la pensión de vejez reconocida mediante la resolución Nº 001051 de 2007; el 30 de noviembre de 1974 ella y el señor Ramírez Morales contrajeron matrimonio católico, el cual se mantuvo vigente hasta la fecha del deceso; de esa unión nacieron tres hijos, quienes para la muerte de su padre ya eran mayores de edad; la convivencia entre ellos se extendió desde el día en que contrajeron nupcias hasta el mes de noviembre de 2001 cuando residían en la finca “La Margarita”, ubicada en el sector de Combia; en ese momento él decidió separarse debido a que sostenía una relación con la señora Mariela García Quintero; a pesar de la separación él continuó haciéndose cargo de su obligación como cónyuge; si bien ellos convivieron por un tiempo, lo cierto es que para el año 2013 él se fue a vivir con su hermano Héctor Ramírez; desde el mes de julio de 2014 él fue hospitalizado, momento en el que ella asumió sus cuidados hasta el 21 de agosto de esa misma anualidad cuando falleció; el 3 de septiembre de 2014 solicitó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, la cual fue resuelta de manera negativa a través de la resolución Nº GNR 85302 de 2015.

Al contestar la demanda –fls.156 a 162- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados con la fecha de deceso del señor Luis Hernán Ramírez Morales, el status de pensionado que él tenía para ese momento, la calidad de cónyuge de la demandante, la solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes y el contenido de la resolución Nº GNR 85302 de 2015. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción” y “Genérica”.

En sentencia de 4 de marzo de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que la señora Adiela Ocampo de Ramírez tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de su cónyuge Luis Hernán Ramírez Morales, pues como cónyuge supérstite acreditó que entre ellos hubo una convivencia ininterrumpida de más de cinco años en cualquier tiempo.

Por esos motivos condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 22 de agosto de 2014 en cuantía mensual equivalente a la suma de $735.293 que era el 100% de la pensión de vejez que venía devengando el causante para ese momento. El número de mesadas que reconoció fue de 13, con un retroactivo pensional causado hasta el 29 de febrero de 2016 de $16.636.710; autorizó a Colpensiones a descontar la suma de $1.996.405 correspondiente al 12% de aportes al sistema general de salud.

Finalmente condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, a partir de la ejecutoria de la sentencia.

Inconforme con la decisión, la señora Adiela Ocampo de Ramírez interpuso recurso de apelación manifestando que los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 no pueden ser reconocidos desde la ejecutoria de la sentencia, sino que los mismo deben ser reconocidos después de transcurridos dos meses desde que se presentó la solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes.

Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Tiene derecho la señora Adiela Ocampo de Ramírez a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de su cónyuge Luis Hernán Ramírez Morales, a pesar de no haber convivencia entre ellos dentro de los últimos cinco anteriores al fallecimiento?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

EVOLUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA DE LA SALA DE CASACIÓN LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA FRENTE AL DERECHO DE LOS CÓNYUGES SUPÉRSTITES A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.

En un primer momento en sentencia de 5 de abril de 2005 radicación Nº 22.560, rememorada en providencia de 20 de mayo de 2008 radicación Nº 32.393, la Sala de Casación Laboral expresó que el nuevo texto introducido por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 a los artículos 47 y 74 de la Ley 100 de 1993, le hizo mantener la postura de que tanto los cónyuges supérstites como los compañeros permanentes, deben demostrar que convivieron de manera continua e ininterrumpida con el causante dentro de los cinco años inmediatamente anteriores al deceso, para acceder a la pensión de sobrevivientes.

Posteriormente en sentencia de 4 de noviembre de 2009 Rad. 35809, reiterada en providencias de 28 de octubre de 2009 Rad. 34899, 1° de diciembre de igual año Rad. 34415 y 31 de agosto de 2010 Rad. 39464, la Corte puntualizó que cada caso en concreto debía de analizarse, en consideración a que puede suceder que la interrupción de la convivencia obedezca a una situación que no conlleve la pérdida del derecho, pues puede pasar que la convivencia no se haya interrumpido por la ausencia física de alguno de los dos, cuando ello ocurre por motivos justificables, como de salud, oportunidades u obligaciones laborales, imperativos legales o económicos, entre otros; eventos en los que deberá reconocerse la pensión de sobrevivientes cuando se acrediten cinco años de convivencia con anterioridad al deceso, a pesar de esa ausencia física durante ese lapso o parte de éste.

En sentencia de 29 de noviembre de 2011 Rad. 40055, la Sala de Casación Laboral amplió el anterior criterio, expresando que cuando concurran a reclamar la pensión de sobrevivientes cónyuge supérstite y compañero permanente, la convivencia de cinco años para el primero puede ser cumplida en cualquier tiempo, siempre y cuando a la fecha del deceso se encuentre vigente el lazo matrimonial. Pero en decisiones de 24 de enero y 13 de marzo de 2012, Rads. 41637 y 45038 respectivamente, la Corte extendió la mencionada interpretación, en el sentido de que tal situación también debe aplicarse en aquellos casos en los que no concurran compañeros permanentes y se presente a reclamar el cónyuge supérstite separado de hecho con vínculo matrimonial vigente para el momento del deceso, a quien como se dijo atrás, le bastará demostrar que convivió con el causante durante un periodo no inferior a cinco años continuos e ininterrumpidos en cualquier tiempo.

No obstante, la Alta Magistratura en sentencia SL 12442 de 15 de septiembre de 2015 radicación Nº 47.173, señaló que para otorgar el derecho a la pensión de sobrevivientes, al cónyuge supérstite separado de hecho no le basta con acreditar cinco años de convivencia ininterrumpida en cualquier tiempo, pues el operador judicial debe realizar una interpretación sistemática que involucre lo previsto en el artículo 46 ibídem, en el que se exige que quien alega la condición de beneficiario de la pensión pertenezca al grupo familiar del pensionado o afiliado fallecido. Explicó en la providencia en cita que:

“…el amparo se concibe en la medida en que quien reivindica el derecho merezca esa protección, en cuanto forma parte de la familia del causante en la dimensión en que ha sido entendida por la jurisprudencia de la Sala, referida en el caso de los cónyuges, a quienes han mantenido vivo y actuante su vínculo mediante el auxilio mutuo -elemento esencial del matrimonio según el artículo 113 del C.C.- entendido como acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico, aún en casos de separación y rompimiento de la convivencia…”.

Se dejó allí dicho también, que aun en los eventos en los que no se mantenga vivo y actuante el vínculo en los términos expuestos anteriormente, podrá aspirar el cónyuge supérstite a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes, siempre y cuando demuestre que el alejamiento se produjo por situaciones ajenas a su voluntad.

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión en esta sede, que: i) El señor Luis Hernán Ramírez Morales falleció el 21 de agosto de 2014, pues de ello da fe el registro civil de defunción emitido por la Notaría Quinta del Círculo de Pereira –fl.17-; ii) Según registro civil de matrimonio expedido por la Notaría Primera del Circulo de Pereira –fl.18- la demandante y el causante tuvieron vigente el lazo matrimonial que inició el 30 de noviembre de 1974, hasta el 21 de agosto de 2014, pues en dicho registro no se evidencian notas marginales que demuestren que entre ellos hubo cesación de efectos civiles del matrimonio católico, y iii) A través de la resolución Nº 001051 de 2007 –fl.21- el ISS le reconoció al señor Ramírez Morales la pensión de vejez a partir del 1º de febrero de 2007, en cuantía mensual equivalente a la suma de $566.839, motivo por el que el 21 de agosto de 2014 dejó causada con su deceso la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, de conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 46 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003.

Ahora bien, manifiesta la señora Ocampo de Ramírez en la demanda –fls.2 a 13- que a pesar de que el vínculo matrimonial se mantuvo vigente hasta la fecha de deceso del señor Ramírez Morales, la verdad es que la convivencia entre ellos finalizó en el año 2001, debido a que él se fue a vivir con otra persona.

Bajo esas circunstancia y teniendo en cuenta la evolución jurisprudencial que frente al tema ha desarrollado la Sala de Casación Laboral, como se vio líneas atrás, le corresponde demostrar a la cónyuge supérstite que entre ella y el causante existió una convivencia ininterrumpida de por lo menos cinco años en cualquier tiempo y adicionalmente que a pesar de la separación, el vínculo matrimonial se mantuvo vivo hasta el 21 de agosto de 2014, en la forma en el que lo explicó la Corte.

Para dar fe de ello, la actora solicitó que fueran escuchados los testimonios del señor José Wilson Echeverry y las señoras Elsy Ramírez Morales y Brenda Yulieth López Martínez, quienes fueron coincidentes en manifestar que en su condición de compañero de trabajo, hermana y ahijada del causante respectivamente, tienen conocimiento que Luis Hernán Ramírez Morales y Adiela Ocampo de Ramírez convivieron de manera ininterrumpida desde la fecha en que se casaron hasta el año 2001 aproximadamente, cuando él decidió irse a vivir con la señora Mariela García Quintero.

El testigo José Wilson Echeverry, dijo que después de la separación que se había dado entre ellos en el año 2001, él lo ayudo a trasladarse con la señora García Quintero a la ciudad de Manizales, pero que de ahí en adelante no sabe que más pasó en la vida del causante, pues solo vino a saber de su existencia hace algún tiempo cuando le informaron que había fallecido en el año 2014.

Por su parte, las dos testigos restantes, como familiares cercanas de la pareja, informaron que después del año 2001, en efecto el causante había establecido una relación sentimental con la señora García Quintero, pero que esa relación no se extendió más allá de ocho años aproximadamente; que después de esa relación el pensionado fallecido estuvo viviendo donde un hermano en la ciudad de Bogotá; informaron que a pesar de la separación, los cónyuges continuaban comunicándose permanentemente, casi a diario, pues él no dejó desprotegida a su familia, ya que continuó enviándoles lo necesario para su manutención, ayuda ésta que finalizó frente a sus hijos cuando éstos se pudieron auto sostener, pero que permaneció respecto a su cónyuge; explicaron que esa ayuda y comunicación mutua hizo que el causante le contara que se encontraba delicado de salud, motivo por el que Adiela decidió ponerse al frente de sus cuidados, lo que hizo que él se devolviera para la ciudad de Pereira; indican que en ese momento Adiela era quien le pedía las citas y lo acompañaba a las mismas, explicando que a pesar de la situación, la relación conyugal como tal no se reactivó; finalmente expresaron que en el mes de julio de 2014 él fue hospitalizado, motivo que llevó a la demandante a cuidarlo hasta el 21 de agosto de 2014 cuando falleció.

De acuerdo con lo expuesto, concluye la Sala que a pesar de la separación de hecho que se presentó entre los cónyuges, la señora Adiela Ocampo de Ramírez acreditó que convivió con el señor Luis Hernán Ramírez Morales durante más de cinco años continuos e ininterrumpidos en cualquier tiempo y adicionalmente que a pesar que por razones ajenas a su voluntad hubo una separación de hecho, continuó perteneciendo al grupo familiar del causante, ya que entre ellos se mantuvo vivo ese lazo, primero con la colaboración económica que le dispensaba el causante y posteriormente con la ayuda que ella le prestó en la enfermedad que lo llevó a la muerte, y todo, gracias a la comunicación que mantuvieron después de la separación.

Así las cosas, tiene derecho la señora Adiela Ocampo de Ramírez a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor Luis Hernán Ramírez Morales, a partir del 22 de agosto de 2014, en cuantía mensual equivalente a la suma de $735.293, que era el 100% de la pensión de vejez que venía devengando el causante desde el 1º de febrero de 2007, como lo señaló la a quo. El número de mesadas anuales a reconocer es de 13, de conformidad con lo establecido en el Acto Legislativo 01 de 2005. La mesada pensional para el año 2017 asciende a la suma de $860.600.

Según la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, tiene derecho la demandante a que se le reconozca por concepto de retroactivo pensional causado entre el 22 de agosto de 2014 y el 28 de febrero de 2017, la suma de $26.081.882, siendo del caso advertir que ninguna de las mesadas pensionales causadas se encuentra cobijada por el fenómeno de la prescripción, pues el término fue interrumpido el 3 de septiembre de 2014 cuando la accionante hizo la reclamación administrativa, estando suspendido ese término hasta el 31 de marzo de 2015 cuando se le notificó la resolución Nº GNR 85302 de 2015 –fls.22 a 25-, por lo que a partir del 1º de abril de 2015 contaba con el término de tres años para presentar la acción ordinaria laboral, misma que fue iniciada en ese lapso el 31 de agosto de 2015 –fl.143-.

Tal y como lo expresó la falladora de primera instancia, se autoriza a la Administradora Colombiana de Pensiones para que descuente del retroactivo pensional, la suma de $3.129.826 correspondientes al 12% de los aportes al Sistema General de Salud.

En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, venía sosteniendo esta Sala de Decisión que los mismos debían empezar a correr vencidos dos meses contados a partir de la solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, no obstante, al analizar nuevamente el tema, se tiene que la Ley 700 de 2001 en su artículo 4º determina que las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes deben empezarse a pagar en plazo máximo de 6 meses desde que se eleva la reclamación pensional, y teniendo en cuenta que el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 concede un plazo de 4 meses para reconocer la pensión de vejez, lo que hace la Ley 700 de 2001 es conceder 2 meses adicionales para empezar a cancelar la prestación. Dándole ese mismo entendimiento a los casos en que se reclama el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, se tiene que la Ley 717 de 2001 concedió un término máximo de 2 meses para reconocer esa prestación, por lo que las administradoras después de vencido ese plazo cuentan con 2 meses más para empezar a pagar la prestación por sobrevivencia, lo que significa que los intereses moratorios empezaran a correr vencidos cuatro meses contados desde que se hizo la solicitud de reconocimiento pensional; por lo que a partir de esta providencia esta Sala de Decisión asume esta posición.

Así las cosas, como la Administradora Colombiana de Pensiones no negó la pensión con base en el cumplimiento estricto de la Ley, ya que realmente no analizó si la demandante en calidad de cónyuge supérstite separada de hecho acreditaba la convivencia en la forma establecida por la Sala de Casación Laboral, tiene derecho la accionante a que se le reconozcan los intereses moratorios a partir del 3 de enero de 2015, al haber realizado la reclamación administrativa el 3 de septiembre de 2014.
En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales cuarto, quinto, sexto y séptimo de la sentencia proferida el 4 de marzo de 2016.

Costas en esta instancia no se causaron. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales CUARTO, QUINTO, SEXTO Y SÉPTIMO de la sentencia recurrida, los cuales quedarán así:

“CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a que reconozca y pague a favor de la señora ADIELA OCAMPO DE RAMÍREZ por concepto de retroactivo pensional causado entre el 22 de agosto de 2014 y el 28 de febrero de 2017 la suma de $26.081.882.

QUINTO. ORDENARLE a COLPENSIONES que proceda a incluir en nómina de pensionados del mes de marzo de 2017 a la señora ADIELA OCAMPO DE RAMÍREZ, cancelándole a partir de ese momento una mesada pensional correspondiente a la suma de $860.600.

SEXTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a que reconozca y pague a favor de la demandante los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 3 de enero de 2015 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

SÉPTIMO. AUTORIZAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES que descuente del retroactivo pensional la suma de $3.129.826 correspondientes al 12% de los aportes al Sistema General de Salud.”.

SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia consultada.

Sin costas en esta sede.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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